CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN TERCERA, SUBSECCIÓN A

CONSEJERA PONENTE (E ): GLADYS AGUDELO ORDOÑEZ

Bogotá, D.C.,  veintiséis (26) de enero de dos mil once (2011)

Expediente: 17.958 (R-1596)

Actor: Luz Mila Franco de Granados

Demandado: Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional 

Decide la Sala el recurso de apelación formulado por el   demandante contra la sentencia de 12 de agosto de 1999, proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, en cuanto en ella se decidió lo siguiente: 

“PRIMERO. Deniéganse las súplicas de la demanda.

“SEGUNDO. Sin costas (folio 50, cuaderno 3).

I. ANTECECEDENTES

El 16 de noviembre de 1995, la señora Luz Mila Franco de Granados, mediante apoderado judicial, en ejercicio de la acción de reparación directa, solicitó que se declarara responsable a la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional, por una indebida e inadecuada atención médica en el Hospital Central de la Policía Nacional (folio 2, cuaderno 1).

Según los hechos de la demanda, la citada señora acudió al mencionado centro hospitalario porque presentaba algunos quebrantos de salud; sin embargo, a pesar de que en ese lugar le practicaron varios exámenes médicos, a través de los cuales fue posible diagnosticar el cuadro clínico que la aquejaba, hubo una indebida atención médica por parte del hospital, que agravó su estado de salud, situación por la cual decidió acudir a médicos particulares a fin de que le pusieran término a sus padecimientos. 

Fue así como el 17 de noviembre de 1993 se le diagnosticó en la Clínica Reina Sofía de Bogotá un tumor en el ovario izquierdo, “teratoma quístico benigno”, por lo que debió ser intervenida quirúrgicamente en dicho centro asistencial. Como consecuencia de la operación que se le practicó, perdió la matriz y, por ende, sus órganos reproductores, sufriendo secuelas de tipo físico y psicológico. Sin duda, “de haber obtenido una oportuna atención médica en el Hospital Central de la Policía Nacional, si desde un comienzo se coloca atención a los síntomas que presentaba, la paciente nunca hubiera tenido que ser sometida a esta operación” (folio 3, cuaderno 1).

Por concepto de perjuicios morales, la actora solicitó que se condenara a la entidad demandada a pagarle una suma equivalente, en pesos, a 1000 gramos de oro (folio 3, cuaderno 1), igual suma de dinero que fue solicitada para su esposo y cada uno de sus dos hijos, quienes no confirieron poder para demandar y tampoco acudieron al proceso.

2. Mediante auto de 1 de diciembre de 1995, el Tribunal Administrativo de Cundinamarca admitió la demanda y ordenó la notificación del auto admisorio a la entidad enjuiciada, la cual se opuso a las pretensiones de la parte actora y solicitó la práctica de pruebas (folios 9  a 16,  cuaderno 1).

3. Vencido el período probatorio, el 17 de septiembre de 1998 se corrió traslado a las partes para alegar de conclusión y al Ministerio Público para que rindiera concepto (folios 21, 29,  cuaderno 1). 

La parte actora pidió que se acogieran las pretensiones de la demanda, pues, a su juicio, las pruebas aportadas al plenario evidencian que hubo una falla en la prestación del servicio médico asistencial imputable a la entidad demandada, si se tiene en cuenta que la paciente fue sometida a distintos exámenes médicos en el Hospital Central de la Policía Nacional, los cuales permitieron establecer el cuadro clínico que ella presentaba. No obstante lo anterior, hubo negligencia de la demandada porque no le dio la importancia necesaria a la enfermedad que padecía la señora Franco de Granados, razón por la cual ella se vio en la obligación de acudir a un médico particular, debiendo ser intervenida quirúrgicamente en la Clínica Reina Sofía de la ciudad de Bogotá, donde le extrajeron órganos que afectaron su fertilidad, impidiéndole tener hijos. Puede concluirse, entonces, que si la entidad enjuiciada “hubiera actuado con diligencia, no se hubiera  requerido llegar a esta situación y por lo tanto esa pérdida funcional no se habría presentado” (folio 45, cuaderno 1).

La demandada y el Ministerio Público guardaron silencio.

II. SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia de 12 de agosto de 1999, el Tribunal Administrativo de Cundinamarca negó las pretensiones de la demanda, por estimar que no existe prueba alguna en el plenario que permita inferir que la entidad enjuiciada incurriera en omisión o actuación irregular en la atención médico hospitalaria dispensada a la paciente, en el Hospital Central de la Policía Nacional. Según el a quo, los supuestos de hecho esgrimidos en la demanda no tienen fundamento alguno, de tal suerte que no es posible en este caso la prosperidad de las pretensiones invocadas en la demanda (folios 47 a 50, cuaderno 3).

            Recurso de apelación

            Dentro del término legal, el apoderado de la parte actora formuló recurso de apelación contra la anterior decisión, a fin de que la misma fuera revocada y se procediera, en su lugar, a declarar la responsabilidad de la entidad demandada por los hechos que se le imputan, si se tiene en cuenta que el fundamento esgrimido por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, para negar las pretensiones de la demanda, consistió en que la entidad enjuiciada manifestó que en dicha dependencia no reposaba la historia clínica de la paciente; sin embargo, el Tribunal pasó por alto que al proceso se allegó un dictamen según el cual, a la señora Franco de Granados se le practicó en el Hospital Central de la Policía Nacional un examen de radiología en el que se evidenció el siguiente cuadro clínico: “Fibromiomatosis uterina leve moderada. Calificación anexial izquierda de origen a determinar (teratoma maduro)”, circunstancia que demuestra que dicha entidad si atendió a la víctima, de tal suerte que no es posible esgrimir simple y llanamente que no hay responsabilidad de la Administración porque no obra la historia clínica de la paciente (folios 59, 60, cuaderno 3).

III. TRÁMITE DE SEGUNDA INSTANCIA

Mediante auto de 9 de septiembre de 1999, el Tribunal Administrativo de Cundinamarca concedió el recurso de apelación formulado contra la sentencia anterior y, por auto de 5 de abril de 2000, el recurso fue admitido por esta Corporación (folios 274, 283, cuaderno 2). 

El 19 de mayo de 2000, el Despacho corrió traslado a las partes para alegar de conclusión y al Ministerio Público para que rindiera concepto (folio 63, cuaderno 3).

El actor pidió que se revocara la sentencia de primera instancia y se condenara a la entidad demandada al pago de perjuicios, debido a que por su negligencia y descuido no fue posible aportar al proceso la historia clínica de la paciente, de modo que si no es posible incorporar al plenario las pruebas que se solicitan, por negligencia de la demandada, los hechos de la demanda deben tenerse por probados (folio 64, cuaderno 3).

La entidad enjuiciada solicitó que se confirmara la sentencia de primera instancia, por cuanto no se acreditó en el proceso falla alguna del servicio médico a ella imputable, pues lo único cierto es que la señora Luz Mila Franco de Granados fue atendida en la Clínica Reina Sofía de la ciudad de Bogotá, tal como lo revela la historia clínica de dicha entidad. Y si bien se logró establecer que a la paciente le fue extirpado un tumor de un ovario, ello, por sí solo, no demuestra que hubiese quedado imposibilitada para tener hijos. Pero aún en el evento de aceptar la existencia de un daño en la salud de la señora Franco de Granados, no es posible afirmar que la actuación de los médicos del Hospital Central de la Policía Nacional lo hubiese causado, ya que ni siquiera se efectuó procedimiento alguno en dicho establecimiento, de tal suerte que la demandada no puede responder “por las afecciones de la salud que sufran los afiliados y beneficiarios de su Subsistema de Salud, menos si acuden a clínicas a las cuales no han sido previamente remitidos con autorización para que sean atendidos en las mismas” (folio 67, cuaderno 3).

A su turno, el Ministerio Público pidió que se negaran las pretensiones de la demanda, por cuanto no se acreditó en el plenario falla alguna del servicio médico, si se tiene en cuenta que lo único cierto es que a la señora Franco de Granados se le practicó una ecografía renal y pélvica, el  29 de julio de 1992, de la cual se concluye que la paciente presentaba: “fibromatosis uterina leve a moderada. Calcificación anexial izquierda de origen a determinar”, sin que aparezca en el expediente siquiera prueba sumaria que permita establecer “que la señora Franco de Granados hubiera requerido con posterioridad a este hallazgo los servicios médicos del centro asistencial demandado y que ellos no hubieran sido suministrados por éste, lo que se corrobora con el documento público visible a folio 11, que no fue oportunamente tachado ni redargüido de falso por la parte actora, actitud de la cual se colige que la actora incumplió con su obligación de demostrar el daño y el nexo causal y, por ende, que sus pretensiones no pueden tener visos de prosperidad, como en efecto lo dedujo el a quo” (folio 81, cuaderno 3).

IV. CONSIDERACIONES

Corresponde a la Sala decidir el recurso de apelación formulado por el demandante contra la sentencia de 12 de agosto de 1999, proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, mediante la cual se negaron las pretensiones de la demanda.

De conformidad con el escaso material probatorio obrante en el proceso, se encuentra acreditado lo siguiente:

La señora Luz Mila Franco de Granados acudió a la Clínica Reina Sofía de la ciudad de Bogotá, el 10 de noviembre de 1993, para ser valorada por un posible tumor en el ovario izquierdo, según lo indica la historia clínica de dicho centro asistencial, visible a folio 3 del cuaderno 2, documento que hace parte de los que fueron aportados al proceso por dicha entidad mediante oficio remisorio de 24 de agosto de 1996 (folios 1 a 10, cuaderno 2).  

Como consecuencia del cuadro clínico presentado, la paciente fue sometida a una laparoscopia diagnóstica y se le practicó un legrado en la Clínica Reina Sofía, siendo sometida al siguiente procedimiento quirúrgico:

“1. ASEPSIA Y ANTISEPSIA.

“2. INCISIÓN MEDIANA INFRAUMBILICAL, POR PLANOS HASTA LLEGAR A CAVIDAD PERITONEAL.

“3. SE ENCUENTRA TUMOR DE OVARIO EN ANEXO IXQUIERDO. SE PINZAN, CORTAN Y LIGA TROMPA Y LIGAMENTOS INFUNDIBULO-PÉLVICO Y UTERO-OVARICO DE ESE LADO.

“4. SE ENVÍA TUMOR A PATOLOGÍA Y SE REALIZAN LAVADOS. REPORTE DE PATOLOGÍA: TERATOMA QUÍSTICO MADURO.

“5. SE REVISA HEMOTASIA Y SE CIERRA POR PLANOS (PREVIA REVISIÓN DEL OVARIO CONTRALATERAL) (folio 6, cuaderno 3).

Según la historia clínica, se le encontró a la paciente un tumor en el ovario izquierdo de 5,8 cms. de apariencia benigna. 

Lo anterior evidencia que la señora Luz Mila Franco de Granados fue intervenida quirúrgicamente en la Clínica Reina Sofía de la ciudad de Bogotá, por presentar un tumor en el ovario, procedimiento en el cual le fue ligada una de las trompas. Sin embargo, lo anterior no permite tener por acreditado el daño que dijo haber sufrido la actora, si se tiene en cuenta que en la demanda se aseveró que a la señora Franco de Granados le fue extirpada la matriz, sufriendo la pérdida de sus órganos reproductores, pero en el curso del proceso la demandante a quien corresponde la carga de la prueba no logró demostrar tal daño. 

Pero si en gracia de discusión se aceptase el hecho de que la señora Luz Mila Franco sufrió un daño, lo cierto es que no se acreditó en el plenario que éste obedeciera a la presencia de una falla del servicio imputable a la accionada. En efecto, según los hechos de la demanda, la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional incurrió en una falla en la prestación del servicio médico hospitalario, toda vez que a pesar de que a la paciente se le practicaron innumerables exámenes médicos en la Clínica Central de la Policía Nacional y no obstante que los mismos establecieron cuál era el cuadro clínico que la aquejaba, no se hizo nada para enfrentar la enfermedad, lo cual evidencia una indebida atención médica, que produjo un deterioro de su estado de salud, situación por la cual la paciente debió acudir a la Clínica Reina Sofía de Bogotá, donde se le diagnosticó un tumor en el ovario izquierdo, debiendo ser intervenida quirúrgicamente en dicho centro asistencial. Como consecuencia de la intervención a la cual fue sometida, sufrió la pérdida de sus órganos reproductores, lo que le produjo secuelas a nivel físico y psicológico. 
No obstante ello, lo cierto es que no obra prueba alguna en el plenario que acredite que la señora Luz Mila Franco de Granados hubiese sido atendida en el Hospital Central de la Policía Nacional, mucho menos obra prueba que demuestre la clase de exámenes que le habrían sido practicados en ese lugar ni a qué tipo de procedimientos médicos, quirúrgicos u hospitalarios habría sido sometida; tampoco existe prueba alguna que acredite que la señora Franco de Granados hubiese sido remitida por el Hospital Central de la Policía Nacional a la Clínica Reina Sofía, o que entre el hospital aludido y la clínica mencionada existiera algún vínculo contractual para la prestación de servicios de salud. A propósito, es menester señalar que el Hospital Central de la Policía Nacional remitió un oficio al Tribunal Administrativo de Cundinamarca según el cual en dicha dependencia no existía historia clínica alguna de la señora Franco de Granados (folio 35, cuaderno 1).  

Y si bien a folio 37 del cuaderno 1 obra un documento según el cual, a la señora Franco de Granados le fue practicada una ecografía renal el 29 de julio de 1992, en el Hospital Central de la Policía, habría que decir que éste obra en copia simple, lo cual impide su valoración en el proceso; además, dicho documento no está firmado por el médico que dice haberlo suscrito.

 Respecto de la aportación de documentos en copia simple debe reiterarse lo dicho por la Sala
 en el sentido de que éstas, “no son medios de convicción que puedan tener la virtualidad de hacer constar o demostrar los hechos que con las mismas se pretendan hacer valer ante la jurisdicción, en cuanto su estado desprovisto de autenticación impide su valoración probatoria, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 254 del C. de P. Civil antes citado
.”

A juicio de los actores, la negligencia de la entidad demandada impidió que la historia clínica de la señora Luz Mila Franco hubiese sido incorporada al proceso, de tal suerte que los hechos alegados en la demanda deberán tenerse por acreditados. 

Frente a lo anterior, habría que decir que no obra prueba alguna en el plenario que permita evidenciar negligencia del Hospital Central de la Policía Nacional en la entrega al proceso de la historia clínica de la señora Luz Mila Franco de Granados, pues dicha entidad aseguró enfáticamente que en esa dependencia no existía dicho documento. Pero además debe tenerse en cuenta que si bien la historia clínica es un documento que resulta de suma importancia para el esclarecimiento de los hechos, pues en él se registran cronológicamente las condiciones de salud del paciente, los actos médicos y los demás procedimientos ejecutados por el equipo de salud que interviene en su atención, lo cierto es que no es la única prueba que permite evidenciar la atención médica que se le suministra a los pacientes, ya que existen otros medios probatorios que revisten suma importancia y que aquí se echan de menos, como por ejemplo la prueba testimonial o la inspección judicial o los dictámenes periciales, etc., sin embargo, nada de ello obra en el plenario, pues el actor no solicitó, mucho menos aportó prueba alguna sobre la supuesta atención médica y hospitalaria de la paciente en el Hospital Central de la Policía Nacional. Nótese que ni siquiera fue citado al proceso testigo alguno que corroborara lo dicho por los actores. 

Se resalta que las únicas pruebas que obran en el plenario aluden al hecho de que la señora Luz Mila Franco de Granados fue atendida e intervenida quirúrgicamente en la Clínica Reina Sofía de la ciudad de Bogotá, en cuya historia clínica ni siquiera se menciona que la paciente haya recibido atención médica en otra institución hospitalaria. 

Para efectos de acreditar la relación de causalidad entre el daño y la prestación de los servicios de salud así como la falla del servicio, la Sala considera, en los términos del artículo 177 del Código de Procedimiento Civil, que corresponde a la parte actora aportar el material probatorio necesario para obtener la respectiva declaración judicial, cuestión que incluye la posibilidad de valorar y considerar la prueba indiciaria cuando aquella resulte insuficiente para declarar la responsabilidad que se pretende; es decir, tratándose de la responsabilidad del Estado, por la prestación del servicio de salud, la parte actora deberá acreditar los supuestos de hecho que estructuran los fundamentos de esa responsabilidad, esto es, deberá acreditar la falla en la prestación del servicio médico de salud, el daño y la relación de causalidad entre estos dos elementos
. 

En el sub lite, si bien la actora manifestó a lo largo del proceso que la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional incurrió en una falla en la prestación del servicio, por una indebida atención médica de la señora Luz Mila Franco de Granados, en la Clínica Central de la Policía Nacional, habría que decir que no se allegó al proceso ni una sola prueba que demostrara la supuesta negligencia de la demandada en la atención médica y hospitalaria de la paciente. En todo caso, debe quedar claro que la intervención quirúrgica mediante la cual se produjo la ligadura de trompas de la citada señora fue practicada en la Clínica Reina Sofía de la ciudad de Bogotá, entidad que no fue demandada en este proceso.

Es innegable la orfandad probatoria con la que se pretende endilgar responsabilidad a la demandada por una indebida atención médica que habría ocasionado que la señora Luz Mila Franco de Granados fuera intervenida quirúrgicamente en la Clínica Reina Sofía y se le extirparan sus órganos reproductores. 

Como lo ha precisado la Sala en varias oportunidades, la carga de la prueba compete a la parte que alega un hecho o a quien lo excepciona o lo controvierte, de acuerdo con el artículo 177 del C.P.C
., y si bien la ley faculta al juez para decretar pruebas de oficio, tal posibilidad no puede convertirse en un instrumento que  supla las obligaciones que corresponden a las partes en el proceso. 

            Cabe recordar que la carga de la prueba consiste en una regla de juicio, que le indica a las partes la responsabilidad que tienen para que los hechos que sirven de sustento a las pretensiones o a la defensa resulten probados; en este sentido, en relación con los intereses de la parte demandante, debe anotarse que quien presenta la demanda, conoce de antemano cuáles de los hechos interesa que aparezcan demostrados en el proceso y, por tanto, sabe de la necesidad de que así sea, más aún tratándose del sustento mismo de la demanda y de los derechos que solicita sean reconocidos. Siendo así las cosas, por deficiencia probatoria no es posible atribuir responsabilidad alguna a la Administración Pública, pues es indispensable demostrar, por los medios legalmente dispuestos para ello, todos los hechos que sirvieron de fundamento fáctico de la demanda y no solo la mera afirmación de los mismos, para poder establecer cuál fue la actividad del ente demandado que guarde el necesario nexo de causalidad con el daño y que permita imputarle la responsabilidad a aquel
, situación que no se dio en el sub lite. 

       
Ante la deficiencia probatoria anotada, la Sala debe concluir que no se encuentra acreditada la responsabilidad de la entidad demandada, presupuesto necesario para enjuiciar la conducta desarrollada por aquella. Por lo tanto, los actores no cumplieron en esta ocasión con la carga probatoria mínima que le era exigible, relativa principalmente a probar el daño causado, la falla del servicio médico en el cual habría incurrido el Hospital Central de la Policía Nacional y el nexo de causalidad entre el primero y el segundo.

Sobre el deber que le asiste al demandante de acreditar los hechos en que fundamenta su demanda, la Sala, en sentencia del 4 de mayo de 1992
, manifestó lo siguiente:

“Las afirmaciones o hechos fundamentales y las pruebas aportadas al proceso regular y oportunamente constituyen el único fundamento de la sentencia.  En derecho no basta afirmar o relatar unos hechos sin que exista seguidamente la prueba de todos y cada uno de ellos; las pruebas son las herramientas que le permiten al juzgador establecer la verdad y ante la ausencia de ellas, ya sea porque no se emplearon oportunamente y en debida forma los medios que la ciencia y la técnica del derecho ofrecen a las partes, no queda distinto remedio que absolver, dando aplicación al conocido principio onus probandi o carga de la prueba”.

     
En estas condiciones, es claro que las pretensiones de la demanda no tienen vocación de prosperidad, toda vez que no se acreditaron los hechos imputados por la parte actora a la enjuiciada.

Teniendo en cuenta lo anterior, la Sala confirmará la sentencia de 12 de agosto de 1999, proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, mediante la cual se negaron las pretensiones de la demanda. 

Finalmente, toda vez que para el momento en que se profiere este fallo, el artículo 55 de la Ley 446 de 1998 indica que sólo hay lugar a la imposición de costas cuando alguna de las partes haya actuado temerariamente y, en el sub lite, resulta que ninguna de ellas actúo de esa manera, razón por la cual la Sala se abstendrá de imponerlas.

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

FALLA:

1. CONFÍRMASE la sentencia de 12 de agosto de 1999, proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca.

2. Una vez ejecutoriada esta providencia, DEVUÉLVASE el expediente al Tribunal de origen. 


CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE Y PUBLÍQUESE 

GLADYS AGUDELO ORDOÑEZ (E )
                   HERNÁN ANDRADE RINCÓN            MAURICIO FAJARDO GÓMEZ  


Este documento fue creado a partir del original obtenido en el Consejo de Estado. 
� Así por ejemplo la sentencia del 16 de abril de 2007, expediente AG- 025.


� Sentencia del 2 de mayo de 2007. Expediente 31.217


� “…la exigencia del numeral 2º del artículo 254 es razonable, y no vulnera el artículo 83 de la Constitución, como tampoco el 228. En este caso, la autenticación de la copia para reconocerle el mismo valor probatorio del original´ es un precepto que rige para todas las partes en el proceso, y que no tiene otra finalidad que rodear de garantías de certeza la demostración de los hechos, fundamento del reconocimiento de los derechos….” Cfr. Corte Constitucional, Sentencia C-023 de 11 de febrero de 1998, M.P. Jorge Arango Mejía.


� Sección Tercera, Sentencia de 18 de febrero de 2010, expediente 17.655


� “Art. 177.- Incumbe a las partes probar el supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen.


“Los hechos notorios y las afirmaciones o negaciones indefinidas no requieren prueba”.


� Sección Tercera, Sentencia de 27 de abril de 2006, expediente 16.079


� expediente 6627





